Bochorno ambiental

1 Primer Tribunal Ambiental decidid, el pasado 9 de

diciembre, acoger la reclamacién que hiciese la em-

presa Andes Iron en contra del Comité de Ministros

que, en enero de 2023, habfa rechazado el proyecto
minero portuario Dominga. El tribunal ordené un nuevo pro-
nunciamiento de los ministros, el que debfa haberse producido
enun plazo que vencié el pasado 31 de diciembre. Las actuacio-
nes del comité en respuesta a este fallo han sido, sin embargo,
lamentables. En una reunién efectuada el 23 de diciembre, los
ministros titulares acordaron inhabilitarse y realizar una pre-
sentacion ante la Contralorfa para que esta determinara a quién
correspondfa subrogarlos. Sos-
tuvieron que no podfan pro-
nunciarse sobre el asunto sin
tener claro quiénes debfan inte-
grar el comité. Fue un evidente
subterfugio, cuya credibilidad no resistfa andlisis. Una forma
de eludir lo ordenado por el tribunal, sea por falta de argumen-
tos para insistir en un nuevo rechazo o, quizds, esperando que
la Corte Suprema resolviera el recurso presentado por el Servi-
cio de Evaluacién Ambiental contra la sentencia. Pero si ese era
el objetivo, la respuesta emitida anoche por Contralorfa—cuyo
tono parece el de quien recuerda una obviedad, al citar las nor-
mas que regulan la subrogancia—, ha vuelto a poner el asunto
en las manos de un gobierno evidentemente incémodo.

Esta confusa actuacién del Ejecutivo parece alimentada
por una inadecuada comprensién del propio papel del Comité
de Ministros. En efecto, el que este sea una instancia politicano
significa que pueda actuar fuera del marco institucional. Su ta-

El rol politico del comité no puede ser una

excusa para negar la institucionalidad.

rea es ponderar los diversos factores, mds alld incluso de cudl
sea el propdésito de cada cartera. Después de todo, se trata de
secretarios de Estado y tampoco corresponde, por tanto, la ar-
gumentacién —que se ha insinuado— de que, por ocupar tal o
cual posicién, su votacién no puede tener otro cardcter.

Respecto de Dominga, es bueno recordar que en febrero
de 2017 el Sistema de Evaluacién Ambiental, la instancia técni-
ca, recomendd su aprobacién. Pese ello, en abril de ese afio, el
Consejo de Evaluacién Regional de Coquimbo, con voto diri-
mente del intendente, rechazd el proyecto, iniciéndose un largo
proceso de tramitaciones en instancias politicas y judiciales que
tuvo un cierre relevante en
abril de 2021. Entonces, una
sentencia a firme del Primer
Tribunal Ambiental fall$ a fa-
vor de la reclamacién de los
duefios y anulé los pronunciamientos del mencionado consejo
y de un comité de ministros celebrado en agosto de 2017.

En ese contexto, en agosto de 2021, la instancia regional
aprobé el proyecto, perola decisién fue asu vez revertida por el
cuestionado Comité de Ministros de 2023. Es este tiltimo pro-
nunciamiento el que fue declarado ilegal, por recoger argu-
mentos que habfan sido descartados en sede judicial. Y es que el
rol politico del comité no puede ser una excusa para negar la
institucionalidad vigente. Al hacerlo, se aparta de una gestién
de Estado moderna y acerca sus pronunciamientos a la mera
opinién de un grupo de interés especifico, la cual, por legitima
que sea, no es fruto de una deliberacién democrdtica que debe
aspirar a satisfacer el interés general.



